PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y 

ARTICULO 1°:  La presente Ley regirá la transferencia de inmuebles ubicados en las áreas rurales del territorio provincial.  A tal efecto, se considerará “áreas rurales” a los territorios definidos en el Artículo 5º del decreto-ley 8.912/77.
ARTICULO 2°:  Prohíbese la adquisición de inmuebles rurales por personas extranjeras, físicas no residentes o jurídicas no autorizadas  para desarrollar actividades en el país.

Las adquisiciones que se efectúen en violación de esta prohibición serán consideradas nulas de nulidad absoluta. 

ARTICULO 3°:  Estarán sometidas a las restricciones y limitaciones establecidas por la presente ley:

a) Las personas físicas extranjeras cuya residencia tenga una antigüedad menor de cinco (5) años.

b) Las personas jurídicas constituidas en el extranjero autorizadas  para de-sarrollar actividades en el país en el cumplimiento de su objeto social; y que lo realicen en forma esporádica o habitual, a través de sucursales o representaciones permanentes o transitorias;

c) Las personas jurídicas constituidas en el país y en las cuales, personas físicas extranjeras o jurídicas constituidas en el extranjero sean propietarias, directa o indirectamente, de la mayoría accionaria, y/o cuenten con la mayoría de votos; y

d) Las personas jurídicas que se encuentren en posición de controladas o vinculadas en más de un veinticinco por ciento (25%) por una sociedad extranjera, conforme al artículo 33º de la Ley Nacional 19.550.

ARTICULO 4°:  Las personas comprendidas en el Artículo 3º sólo podrán adquirir por sí y/o en condominio, inmuebles rurales que no excedan en forma continua o discontinua de una unidad económica de producción, de acuerdo a lo establecido en el Título II, Capítulo Único, del Código Rural de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 5°:  La prohibición y/o la restricción en la adquisición de tierras establecidas por la presente, se extiende a cualquier tipo de modificación en la titularidad del dominio, quedando comprendidas la fusión, incorporación de empresas, alteración del control accionario, transformación de persona jurídica nacional en persona jurídica extranjera o cualquier otro tipo de modificación.



        Sin perjuicio de los requisitos y condiciones que se establecen las sociedades titulares de inmuebles rurales deberán ajustarse al siguiente régimen específico al momento de la adquisición:

a) No serán filiales ni subsidiarias ni podrán estar controladas o dirigidas por persona física o jurídica extranjera.

b) Los socios deben ser personas físicas.

c) Las acciones serán nominativas y no podrán emitirse debentures.

d) Sólo podrán adquirir inmuebles rurales destinados o vinculados al cumplimiento de su objeto social.

ARTICULO 6°:  Toda adquisición deberá realizarse previa demostración ante la Autoridad de Aplicación de la capacidad patrimonial acorde con la inversión a efectuar y del origen de los fondos.

ARTICULO 7°:  La suma de las áreas rurales pertenecientes a personas extranjeras, físicas o jurídicas, comprendidas en el artículo 3º de esta Ley, no podrán exceder de un veinticinco por ciento (25%) de la superficie rural total de los municipios donde se sitúen. 



         Dichas personas físicas o jurídicas, de una misma nacionalidad extranjera, no podrán ser en su conjunto titulares de más del cuarenta por ciento (40%) de la superficie referida.

ARTICULO 8°:  Créase el Registro de Inmuebles Rurales de Titularidad de Extranjeros en el ámbito del Registro Provincial de la Propiedad Inmueble.  En el mismo se inscribirán todas las operaciones alcanzadas por esta Ley, discriminadas por municipio y conforme a la reglamentación que se dicte. 

ARTICULO 9°:  El Notario que interviniere en una operación de adquisición de tierras rurales por personas físicas o jurídicas extranjeras, en los términos de esta ley, deberá consultar el Registro de Inmuebles Rurales de Titularidad de Extranjeros, a los efectos de cumplimentar lo establecido por el Artículo 7º de la misma, bajo pena de nulidad absoluta.

ARTICULO 10°:  La adquisición de un inmueble rural que viole las prescripciones de esta ley es nula de nulidad absoluta.  El Notario que realice la escritura traslativa de dominio en violación a la presente Ley, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales, responderá por los daños y perjuicios que causare a los contratantes.




Resuelta la nulidad, el vendedor estará obligado a restituir al adquirente el precio del inmueble con más la actualización correspondiente.

ARTICULO 11°:  Las personas jurídicas comprendidas en el Artículo 3º de la presente ley, que resultaren titulares de inmuebles rurales al momento de la entrada en vigencia de la misma, dispondrán de un plazo de ciento ochenta (180) días corridos -contados a partir de tal circunstancia- para denunciar esta situación ante el Registro de Inmuebles Rurales de Titularidad de Extranjeros.

ARTICULO 12°:  Toda modificación en la integración societaria de personas jurídicas que resulten titulares de inmuebles rurales deberá ajustarse a lo prescripto por la presente ley y deberá ser comunicada al Registro de Inmuebles Rurales de Titularidad de Extranjeros.




Las personas jurídicas que incumplieran o violaren lo establecido por la presente Ley quedarán sujetas a las sanciones que la reglamentación prevea.

ARTICULO 13°:  El Poder Ejecutivo dictará la reglamentación para la presente ley en un plazo de noventa (90) días y determinará el organismo que actuará como Autoridad de aplicación de la misma.

ARTICULO 14°:   De forma. 

FUNDAMENTOS 


La presente iniciativa recoge la preocupación que ha generado un gradual  e incesante proceso de transferencia de grandes extensiones territoriales de nuestra Provincia a manos de personas extranjeras que no piensan radicarse en ellas ni explotar las mismas, y que las adquieren con meros fines especulativos o siguiendo una marcada moda o tendencia de quienes “dominan” el mundo a través del poder que les da el dinero o la fama. El proceso de pauperización y de descalabro económico por el que atraviesa nuestro país, sumado a la globalización, en su más amplia concepción, ha devenido en un creciente interés de parte de personas extranjeras, sin residencia ni vinculación de ningún tipo con nuestro país, en la compra de grandes extensiones de inmuebles rurales los cuales, la mayoría de las veces, se mantienen improductivos.



Como resulta fácil deducir, para el poder adquisitivo de los habitantes del primer mundo, venir a comprar tierras a nuestro país resulta tan accesible y tan sencillo como un paseo de fin de semana; sin embargo, desde nuestra óptica, esta es una de las nuevas formas que, al amparo de la mundialización de la economía, adopta el imperialismo y la vieja concepción colonialista para asegurar la supremacía y el dominio sobre los pueblos del Tercer Mundo para los años que vendrán.

Nuestro país inició, en el año 1990, una suicida política económica de apertura total e irrestricta y de privatización a rajatabla, y así desmanteló organismos específicos y renunció a regular la actividad agropecuaria, limitando la acción sectorial del Estado a meras políticas asistenciales, sanitarias y de promoción de negocios.  Nuestra Provincia no logró diferenciarse suficientemente, y hoy sufre las consecuencias de aquella década desafortunada.

Hoy, desde el punto de vista social y económico, deviene en una cuestión sustantiva, que merece nuestra ineludible atención, asegurar la supervivencia de las pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias por el número de personas involucradas, directa o indirectamente, ya que muchos de los pueblos de nuestro interior subsisten en función de las mismas, por el aporte al producto bruto agropecuario y la flexibilidad y eficiencia que han demostrado para adaptarse a diferentes contextos.  Desde el punto de vista político, resulta imprescindible propiciar y afianzar las pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias, para comenzar a revertir el proceso de concentración e iniciar el tránsito hacia una sociedad más equitativa y democrática y con mejor distribución de los ingresos. 

El presente proyecto tiene por objeto comenzar a andar un camino que conduzca a corregir defectos de la estructura agraria, representados por la presencia de la acumulación de tierras en manos de grandes grupos económicos y la exclusión de miles de productores agropecuarios que, en los últimos años, perdieron sus tierras.  

A través de su contenido político se establece la orientación que deben tener los Poderes Públicos, fijando la intervención del Estado en la defensa de su territorio, sus recursos naturales y su producción.  Además, se propone comenzar a modificar el actual régimen de tenencia de la tierra, la conservación de los recursos naturales y el mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo del productor agropecuario.

Se podría escribir un libro para destacar la importancia estratégica que se le asigna a Latinoamérica para un futuro no muy lejano, por constituir un reaseguro en materia de alimentos, de agua potable, de reservas petrolíferas y de fuentes alternativas de energía, entre otros recursos naturales básicos para asegurar la vida futura. Sin embargo, aunque no nos queremos extender en este tipo de consideraciones, resulta estratégicamente necesario tenerlas presentes y no subestimar estas razones al momento de pensar el planeamiento futuro de nuestra Provincia.

La tierra y sus reservas naturales constituyen un legado estratégico para las futuras generaciones y es hoy, el invalorable y único capital que les podemos asegurar a los argentinos del mañana.  Los conflictos por su adquisición y propiedad tienden a agravarse por esos motivos.  Por eso, es nuestro irrenunciable deber legislar salvaguardando nuestra soberanía sobre aquellos recursos.

Por último, es dable destacar que el presente proyecto de ley camina en consonancia con nutrida legislación existente en los países más desarrollados de la tierra, quienes imponen estrictas prohibiciones y restricciones para la adquisición de inmuebles rurales por parte de personas no nacionales. Asimismo, podemos citar como antecedente inmediato del presente el proyecto de ley de la Cámara de Diputados de la Provincia de Entre Ríos, que cuenta con media sanción, así como los presentados ante la Cámara de Diputados de la Nación por varios legisladores, a instancias de la Federación Agraria Argentina.

Por las razones expuestas, les pido a los señores Diputados tengan la amabilidad de acompañar con su voto afirmativo la presente iniciativa.

